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Señores 

JUZGADO SEGUNDO LABORAL DEL CIRCUITO DE BUCARAMANGA 

E.                         S.                         D. 

 

 

ASUNTO: RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO APELACIÓN 

DEMANDANTE:  LIGIA ROCIO GONZALEZ GONZALEZ             

DEMANDADO: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

                                  COLPENSIONES 

RADICADO:             68001310500220100046500 

  

 

 

MARIO ALBERTO AMAYA SUÁREZ identificado con cedula de ciudadanía No. 

13.176.133 de Ocaña ( Norte de Santander) y portador de la tarjeta Profesional 

No. 309.511 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi calidad de  

apoderado sustituto de LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –

COLPENSIONES, conforme a la sustitución otorgada por el apoderado  general de 

la entidad Dra. MARÍA CAMILA BEDOYA GARCÍA, identificada con la cedula de 

ciudadanía No. 1.037.639.320 de Envigado, y portadora de la Tarjeta Profesional 

No. 288.820 del Consejo Superior de la Judicatura, conforme a Escritura Pública 

No. 120 del 1 de febrero de 2021, otorgada en la Notaría 9 del Circuito de Bogotá 

D.C., de manera respetuosa me permito interponer RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN 

SUBSIDIO APELACIÓN en contra del auto proferido el 17 de marzo de 2022, 

notificado en estados el día 18 de marzo de la misma anualidad, por medio del 

cual se liquidan costas y agencias en derecho dentro del proceso de la 

referencia, teniendo en cuenta las siguientes: 

CONSIDERACIONES  

 

1. En sentencia de primera instancia del 21 de septiembre de 2012, el 

despacho condenó a mi representada al pago de agencias en derecho y 

a favor de la señora LIGIA ROCIO GONZALEZ GONZALEZ  por valor de 

$5.680.025 conforme se observa a continuación: 

 
 

2. En sentencia de segunda instancia del 29 de noviembre de 2013, se  

confirmó la sentencia de primera instancia y se condenó en costas a mi 

representada en los siguientes términos: 
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3. En sentencia de la Sala de Casación Laboral del 19 de octubre de 2021, se 

modificaron los numerales primero y segunda de la sentencia de primera 

instancia y se ordenó la liquidación de las costas conforme al art. 366 del 

C.G.P. conforme se observa:   

 

 
 

 
 

 
 

4. Que mediante auto del 17 de marzo de 2022, notificado en estados el día 

18 de marzo  de la misma anualidad, se condena en agencias en derecho 

de segunda instancia a mi poderdante, por valor de $40.079.847.50, suma 
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que se infiere es el 10% del valor total de las condenas, esto es $400.798.475 

que se discriminan a así conforme a la sentencia de casación: 

  

- A favor de la señora LIGIA ROCIO GONZALEZ GONZALEZ por 

$121.441.938, quien es demandante en el presente proceso. 

 

- A favor de la señora MARIA ESPERANZA LEON CAMELO, codemandada 

por valor de $279.356.537 

 

Cabe agregar que sobre  esta condena en costas por la sentencia de segunda 

instancia, en el auto de liquidación NO se hizo referencia a  favor de quien deben 

pagarse.  

 

 

5. El artículo 366 del C.G.P. establece respecto a la liquidación de costas lo 

siguiente: 

 

“Las costas y agencias en derecho serán liquidadas de manera 

concentrada en el juzgado que haya conocido del proceso en primera o 

única instancia, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que le 

ponga fin al proceso o notificado el auto de obedecimiento a lo dispuesto 

por el superior, con sujeción a las siguientes reglas: 

 

1. El secretario hará la liquidación y corresponderá al juez aprobarla o 

rehacerla. 

 

2. Al momento de liquidar, el secretario tomará en cuenta la totalidad de 

las condenas que se hayan impuesto en los autos que hayan resuelto los 

recursos, en los incidentes y trámites que los sustituyan, en las sentencias de 

ambas instancias y en el recurso extraordinario de casación, según sea el 

caso”. ( resaltado agregado) 

 

 

6. Las agencias en derecho deben entenderse como parte de las costas 

procesales, tal como lo ha indicado la jurisprudencia y conforme al art. 366 

de C.G.P. 

 

Al respecto la Corte Constitucional   en la Sentencia C-089/02,  consideró:  

 
“Siguiendo planteamientos de la doctrina nacional, la jurisprudencia de esta 

Corporación ha explicado que las costas, esto es, “aquella erogación económica que 

corresponde efectuar a la parte que resulte vencida en un proceso judicial”, están 

conformadas por dos rubros distintos: las expensas y las agencias en derecho. Las 

primeras corresponden a los gastos surgidos con ocasión del proceso y necesarios para 

su desarrollo, pero distintos al pago de apoderados.  El artículo 393-2 del C.P.C. señala 

como expensas los impuestos de timbre, los honorarios de auxiliares de la justicia, y 

hace referencia genérica a todos los gastos surgidos en el curso de aquel. Por su parte, 

las agencias en derecho no son otra cosa que la compensación por los gastos de 

apoderamiento en que incurrió la parte vencedora, aún cuando pueden fijarse sin que 

necesariamente hubiere mediado la intervención directa de un profesional del 

derecho.  No obstante, esos valores son decretados a favor de la parte y no de su 

representante judicial, sin que deban coincidir con los honorarios pactados entra ésta y 

aquel”. 

 

En el mismo sentido en Sentencia T-342/08, se consideró:  

 
“Las agencias en derecho corresponden a los gastos por concepto de 

apoderamiento dentro del proceso, que el juez reconoce discrecionalmente a 

favor de la parte vencedora atendiendo a los criterios sentados en el numeral 

3° del artículo 393 del C.P.C., y que no necesariamente deben corresponder a 
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los honorarios pagados por dicha parte a su abogado”.( SUBRAYADO 

AGREGADO) 

 

7. Ahora bien, el despacho mediante el auto recurrido condenó en costas de 

segunda instancia en contra de mi representada por valor de 

$40.079.847.50, es decir por el valor total de las condenas incluyendo la 

condena a favor de la otra demandada, la señora  MARIA ESPERANZA 

LEON CAMELO, sin embargo se considera que es un error del despacho 

tener en cuenta el valor de la condena a favor de esta última, dado que:  

 

- Quien tiene la calidad de demandante y parte vencedora dentro del 

proceso es la señora LIGIA ROCIO GONZALEZ GONZALEZ, y en la 

sentencia de segunda instancia se debe entender que las costas fueron 

a favor de esta última por el valor del 10 % de la condena que 

conforme a la sentencia de casación solo sería por sobre el valor de 

$121.441.938, es decir la liquidación correcta de las costas para 

segunda instancia  debe ser por el valor de $12.144.193. 

 

- No puede ser tenido en cuenta el valor de las condenas a favor de la 

co demandada para la liquidación de las costas, dado que escapa de 

toda lógica que resulte la demandante  beneficiada de la condena a 

favor de la codemandada, señora MARIA ESPERANZA LEON CAMELO. 

 

- En el auto no se queda claro a favor de quien son las costas de 

segunda instancia y si en gracia de discusión las costas deben liquidarse 

incluyendo la condena a favor de la codemadada MARIA ESPERANZA 

LEON CAMELO, debe especificarse el valor a favor que le corresponde 

a cada una de ellas.  

  

Conforme a lo anterior, respetuosamente,  

SOLICITO  

1. De manera respetuosa, solicito al Despacho se REVOQUE el auto 

proferido el pasado 17 de marzo  de 2022, en lo referente a la 

liquidación de costas  de segunda instancia contra mi representada y 

se sirva modificar la decisión en el sentido de que las agencias en 

derecho de segunda instancia son por un valor de $12.144.193 a favor 

de la demandante LIGIA ROCIO GONZALEZ GONZALEZ. 

 

2. Se reconozca personería jurídica al suscrito conforme a sustitución de 

poder que se adjunta al presente.   

 

 

ANEXOS 

• Poder general conferido mediante  de Escritura Pública No. 120 del 1 de 

febrero de 2021 con los soportes de la personería y representación legal de 

mi poderdante. 

• Sustitución de poder realizada por la Dra. MARÍA CAMILA BEDOYA GARCÍA 

en un (1) folio.  

 

NOTIFICACIONES 

El suscrito en la secretaría del Despacho, o,  al siguiente correo electrónico: juridico-

bga4@arangogarcia.com   

mailto:juridico-bga4@arangogarcia.com
mailto:juridico-bga4@arangogarcia.com
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De conformidad con el art. 78 del C.G.P. la presente se remite con copia al correo 

electrónico de:  

 

La parte demandante : millanymejiaabogados@gmail.com  

A la parte codemandada: abogado@jorgeluisquinterogomez.com  

 

Del señor Juez, 

 

Cordialmente,  

  

 

 

MARIO ALBERTO AMAYA SUÁREZ 

C.C. No. 13.176.133 de Ocaña (Norte de Santander) 

T.P. No. 309.511 del C.S. de la J. 

 

 

 

mailto:millanymejiaabogados@gmail.com
mailto:abogado@jorgeluisquinterogomez.com
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Señor: 

JUEZ SEGUNDO LABORAL DEL CIRCUITO DE BUCARAMANGA  

E. S. D. 

 

REFERENCIA: PROCESO ORDINARIO LABORAL CARMEN ELISA GUERRERO VEGA 

CONTRA PORVENIR S.A. y OTROS. 

RADICADO: 2019-00037 

ASUNTO: RECURSO DE APELACIÓN EN CONTRA DE AUTO QUE APROBÓ LIQUIDACIÓN DE 

COSTAS 

 

 

Señor Juez, 

 

CARMEN ROCÍO ACEVEDO BERMUDEZ, mayor de edad, domiciliada y residenciada en 

Bucaramanga, identificada con cédula de ciudadanía No. 37.726.059 de Bucaramanga, portadora 

de la Tarjeta Profesional No. 137.767 del Consejo Superior de la Judicatura, en calidad de 

apoderada judicial de PORVENIR S.A., encontrándome dentro del término legal oportuno me 

permito presentar ante su Despacho RECURSO DE APELACIÓN en contra del auto proferido el 

día 17 de marzo de 2022 notificado por estados el 18 de los corrientes, dentro del proceso de la 

referencia, mediante el cual se aprobó liquidación de costas, de acuerdo con lo establecido en el 

número 5 del artículo 366 del Código General del Proceso y bajo los siguientes fundamentos: 

 

I. ANTECEDENTES 

PRIMERO: El día 18 de enero de 2019 se presentó demanda ordinaria laboral de la referencia 

SEGUNDO: El día 08 de febrero de 2019 se admitió la demanda y se ordenó notificar 

TERCERO: PORVENIR S.A. presentó contestación de la demanda el 16 de mayo de 2019  

CUARTO: El 30 de agosto de 2019 se profirió auto que tuvo por contestada la demanda 

QUINTO: El día 26 de octubre de 2020, se profirió fallo condenatorio para PORVENIR S.A. en el 

cual se resolvió: 

PRIMERO: DECLARAR la INEFICIENCIA (SIC) del traslado de régimen 

de prima media de prestación definida al Régimen de ahorro individual 

con solidaridad – SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES  Y  CESANTÍAS  PORVENIR  S.A.  de  la  señora  

CARMEN ELISA  GUERRERO  VEGA  de  acuerdo  a  lo  motivado  por  

lo  que  se ordena su retorno a COLPENSIONES.  
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SEGUNDO: ORDENAR a la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE 

FONDOS DE  PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A. a transferir 

y trasladar la totalidad  de  saldos,  aportes,  rendimientos  bonos  

pensionales, reajustes  y  demás  emolumentos  generados  con  

ocasión  de  la afiliación  respectiva  de  la  cuenta  de  la  señora  

CARMEN  ELISA GUERRERO VEGA, para que retorne a 

COLPENSIONES.   

 

TERCERO: CONDENAR  a  la  ADMINISTRADORA  DE  FONDO  DE  

PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A a devolver a 

COLPENSIONES las sumas de dinero percibidas por concepto de 

gastos de administración por el periodo en que la actora permaneció 

afiliada a dicha administradora  del  régimen  de  ahorro  individual  con  

solidaridad con cargo a sus propios recursos.  

 

CUARTO: CONDENAR en costas a la ADMINISTRADORA DE FONDO 

DE PENSIONES  Y  CESANTÍAS  PORVENIR  S.A  y  absolver  de  

cualquier costas y agencias a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA 

DE PENSIONES - COLPENSIONES., fíjense TRES salarios mínimos 

legales  vigentes  a  favor  de  la  demandante  y  en  contra  de  la 

demandada PORVENIR S.A. 

 

SEXTO: El fallo anterior fue apelado por PORVENIR S.A.; apelación a la que se le dio el trámite de 

Ley y que se resolvió por parte de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Bucaramanga, mediante 

sentencia proferida el día 23 de noviembre de de 2021, en la cual se resolvió: 

 

PRIMERO. CONFIRMAR  la  sentencia  proferida  por  el  Juzgado 

Segundo Laboral del Circuito de Bucaramanga el 26 de octubre de 2020, 

en el proceso ordinario  laboral  iniciado  por  CARMEN  ELISA  

GUERRERO  VEGA  contra  la ADMINISTRADORA  COLOMBIANA  DE  

PENSIONES  -COLPENSIONES-  y  LA SOCIEDAD  

ADMINISTRADORA  DE  FONDOS  DE  PENSIONES  Y  CESANTÍAS 

PORVENIR S.A.  

  

SEGUNDO. Sin costas en esta instancia al estarse surtiendo 

simultáneamente con el recurso de apelación el grado jurisdiccional de 

consulta. 
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SÉPTIMO: Mediante auto calendado el 17 de marzo de 2022 y notificado por estados el 18 del 

mismo mes y año, el despacho aprueba la liquidación de costas efectuada, imponiendo a 

PORVENIR S.A. agencias en derecho de primera instancia por la suma de TRES MILLONES DE 

PESOS M/CTE ($3.000.000).  

 

OCTAVO: De acuerdo a lo anterior, la suma liquidada por concepto de costas de primera instancia 

se considera bastante elevada, teniendo en cuenta que la condena principal del proceso recayó 

ÚNICAMENTE en la declaratoria de ineficacia y el traslado de la demandante y sus aportes al 

Régimen de Prima Media administrado por COLPENSIONES.  

 

De acuerdo a lo anterior, se considera por la suscrita desmedida la condena en costas impuesta a 

la administradora, teniendo en cuenta que el proceso y trámite adelantado correspondió a un asunto 

de puro derecho, no existió una actividad probatoria exhaustiva y la única prueba diferente a la 

documental decretada fue el interrogatorio de parte; máxime que si hubo demoras dentro del 

proceso no fueron atribuibles a la entidad que represento, estando a  un proceso que no goza de 

complejidad.  

 

NOVENO: Cabe resaltar finalmente que, para la condena en costas debe tenerse en cuenta la 

naturaleza del asunto, las tarifas establecidas por el Consejo Superior de la mediante el Acuerdo 

PSAA-16- 10554, junto con los criterios adicionales, según el artículo 2 de dicho Acuerdo, además 

de la no complejidad del asunto objeto de litigio y la actividad desplegada por la parte demandante, 

para el caso que nos compete; criterios que deben evaluarse al momento de liquidar las costas, y 

en virtud de los cuales, se infiere que el monto fijado por agencias en derecho desborda los límites 

establecidos por el Consejo Superior de la Judicatura, además de que la controversia resuelta no 

fue de alta complejidad para haberse impuesto a la administradora tal condena.  

 

II. FUNDAMENTOS DEL RECURSO 

 

La Doctrina ha establecido que las agencias en derecho constituyen la cantidad que debe ordenar 

el juez para el favorecido en la condena en costas, con el fin de resarcirle los gastos que tuvo que 

afrontar en el transcurso del proceso. Esta fijación es privativa del juez y la debe señalar atendiendo 

los criterios establecidos en el numeral 4 del artículo 366 del Código de General del Proceso y las 

tarifas fijadas por el Consejo Superior de la Judicatura. 

El numeral 4 del artículo 366 del Código General del Proceso, señala: 

 

“3. Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que 

establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquéllas establecen 

solamente un mínimo, o éste y un máximo, el juez tendrá además en cuenta la 

naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada por el apoderado o la 
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parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras 

circunstancias especiales, sin que pueda exceder el máximo de dichas 

tarifas.” 

 

El Consejo Superior de la Judicatura dictó el ACUERDO No. PSAA16-10554 agosto 5 de 2016. 

Se debe tener presente que respecto de mi representada la pretensión se dirige al traslado de 

aportes y por tanto la cuantía no podría ser superior a 2 salarios mínimos legales mensuales 

vigentes por cuanto se debe estimar es por la naturaleza del asunto y no por cuantía. 

 

Artículo 5 numeral 1 literal b del Acuerdo No. PSAA16-10554 agosto 5 de 2016. 

 

Dentro del asunto que nos ocupa, es imperioso analizar para tasar este concepto lo siguiente: a) 

que las pretensiones estaban encaminadas a que se declarará la validez de la afiliación de la 

demandante a COLPENSIONES y que se efectuara el traslado de aportes del RAIS al RPM; b) Que 

las actuaciones que se desplegaron dentro del proceso fueron mínimas y no hubo práctica de 

pruebas al ser un asunto de puro derecho; y c) que estamos frente a un proceso que no goza de 

alta complejidad y que por ello, se decidió de fondo en un término breve y considerable. 

 

De acuerdo con el anterior análisis, se infiere que estamos frente a un límite promedio  MÁXIMO 

de 2 salarios mínimos legales mensuales vigentes, esto es que para el 2022, estaríamos frente a 

la suma de DOS MILLONES DE PESOS MONEDA CORRIENTE (M/CTE) y el Juzgado fijó por este 

concepto un límite  DESPROPORCIONADO sin tener en cuenta los criterios como la naturaleza, 

que estamos exclusivamente en presencia de una OBLIGACIÓN DE HACER respecto de SKANDIA  

S.A., consistente en la anulación del registro de la afiliación a la AFP, y el traslado de los aportes al 

Régimen de Prima Media, y por otra parte, la duración útil de la gestión ejecutada por el apoderado 

de la parte demandante, puesto que estos factores deben conjugarse para que las agencias en 

derecho sea una razonable compensación económica por la gestión profesional realizada, que debe 

descartar los excesos con el fin que prevalezcan los principios de justicia y equidad. Es así, 

que la suma fijada por el Despacho es exagerada, teniendo en cuenta las pretensiones del libelo. 

 

Dentro del presente asunto no se está desconociendo que se deban fijar agencias en derecho 

dentro del proceso de la referencia. Sin embargo, se considera que el monto fijado es 

desproporcionado frente a las actuaciones procesales surtidas, el tiempo transcurrido entre la 

presentación de la demanda y la resolución del asunto; aunado a que, si se verifican las 

pretensiones de la demanda, el asunto se centró en la declaratoria de ineficacia de la afiliación y/o 

traslado al RAIS, y el traslado de aportes al RPM.  

 

Finalmente, cabe recordar que respecto a la tasación de las costas la Jurisprudencia ha sido tajante 

en el sentido de señalar que: “La condena en costas no resulta de un obrar temerario o de mala fe, 



   
 
 
 
 
 

                                                                      

 
Página | 5 

Cra 29 # 45-45 Metropolitan Business Park 
Oficina 908 / Tel. 6474031 – Cel: 300 324 2495 

Bucaramanga – Colombia 

 

o siquiera culpable de la parte condenada, sino que es resultado de su derrota en el proceso o 

recurso que haya propuesto, según el artículo 365. Al momento de liquidarlas, conforme al artículo 

366, se precisa que tanto las costas como las agencias en derecho corresponden a los costos en 

los que la parte beneficiaria de la condena incurrió en el proceso, siempre que exista prueba de su 

existencia, de su utilidad y de que correspondan a actuaciones autorizadas por la ley. De esta 

manera, las costas no se originan ni tienen el propósito de ser una indemnización de perjuicios 

causados por el mal proceder de una parte, ni pueden asumirse como una sanción en su contra” 

 

III. SOLICITUD 

 

De acuerdo a lo anterior, solicito se conceda el recurso de apelación con el fin que el Tribunal 

Superior del Distrito Judicial – Sala Laboral  REVOQUE el auto proferido por el despacho el 

pasado 17 de marzo de 2022, notificado en estados del 18 de marzo de 2022 que aprobó la 

liquidacion de costas en el presente asunto, y en su lugar, se fijen nuevamente las agencias en 

derecho por un valor que se sea proporcional y ajustado a los parámetros del Consejo Superior de 

la Judicatura y a la naturaleza del asunto, de acuerdo con el promedio que se viene fijando en este 

tipo de procesos.  

  

Del señor Juez 



  
Abogados Asociados  

Especialistas en Derecho Comercial, Civil, Administrativo,  

Laboral y Derecho del Medio Ambiente 

________________________________________________________________________________ 

_____________________________________________________________________________________ 

Bucaramanga – Santander - Colombia 

Teléfonos: 6178444 / 3002016599 

Calle 36 No. 12- 19 oficina 101 Edificio Galán 

abgmargaritaarredondo@hotmail.com  

 

Señor 

JUEZ SEGUNDO LABORAL DEL CIRCUITO DE BUCARAMANGA. 

E.               S.                  D. 

 

REF: PROCESO RADICADO No. 680013105022021-00012-00 

DEMANDANTE: GILBERTO CARLOS FONTECHA DULCEY  

DEMANDADOS: UNIVERSIDAD PONTIFICIA BOLIVARIANA, JULIO JAIRO 

CEBELLOS SEPULVEDA, GUSTAVO MENDEZ PAREDES, ANA FERNANDA URIBE 

RODRIGUEZ, Y EDWING DUGARTE PEÑA  

PROCESO: ESPECIAL DE ACOSO LABORAL  

 

MARGARITA ROSA ARREDONDO LOBO, identificada con cédula de 

ciudadanía No. 1.065.592.383 expedida en Valledupar, y portadora de la 

tarjeta profesional N° 206.098 del C. S. de la J, actuando en calidad de 

apoderada de los demandados, por medio del presente y de manera 

respetuosa me permito interponer recurso de reposición y en subsidio 

apelación contra el auto que fija las costas dentro del proceso de la 

referencia, a efecto de que se revoque el auto y en su lugar se tengan en 

cuenta las costas señaladas en primera instancia, las cuales se echaron de 

menos en el auto recurrido y se fijen a favor de los demás demandados.  

Motiva la inconformidad lo siguiente; 

El 14 de julio de 2021 el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de 

Bucaramanga, profirió sentencia de primera instancia que resolvió, 

Condenar en costas al demandado Pbto. GUSTAVO MENDEZ PAREDES en 

su calidad de rector de la UNIVERSIDAD PONTIFICIA BOLIVARIANA – 

SECCIONAL BUCARAMANGA. En dicha sentencia en el numeral sexto se 

condenó al pago de 2 smlmv.   

Por su parte mediante proveído de fecha 26 de octubre de 2021, la Sala 

Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bucaramanga resolvió 

REVOCAR INTEGRAMENTE la sentencia proferida por el Juez Segundo 

Laboral del Circuito de Bucaramanga el 14 de julio de 2021, y ordenó 

condenar en costas en ambas instancias a GILBERTO CARLOS FONTECHA 

DULCEY vencido en juicio, tasando en un salario mínimo legal mensual 

vigente las agencias en derecho. 

Pese a lo anterior, el Despacho en el auto que se recurre solo tiene en 

cuenta las costas de primera instancia, y no relaciona las de primera 

instancia, de ahí que se hace necesario su corrección.  

De otro lado, el Despacho no impuso costas en favor de los demandados 

ANA FERNANDA URIBE, a la UNIVERSDIDAD PONTIFICIA BOLIVARIANA 
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representada por JULIO JAIRO CEBALLOS SEPULVEDA y EDWIN DUGARTE 

PEÑA. 

Al respecto es importante poner de presente que  el artículo 366 del CGP, 

aplicable en materia laboral por remisión expresa del artículo 145 del CGP, 

dispone que, “Las costas y agencias en derecho serán liquidadas de 

manera concentrada en el juzgado que haya conocido del proceso en 

primera o única instancia, inmediatamente quede ejecutoriada la 

providencia que le ponga fin al proceso o notificado el auto de 

obedecimiento a lo dispuesto por el superior”. Asimismo, dispone en el 

numeral 4 ibídem que, “Para la fijación de agencias en derecho deberán 

aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si 

aquellas establecen solamente un mínimo, o este y un máximo, el juez 

tendrá en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración de la gestión 

realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía 

del proceso y otras circunstancias especiales, sin que pueda exceder el 

máximo de dichas tarifas.”. Por su parte, el Acuerdo 1887 de 2003, se 

encargaba de fijar los parámetros a tener en cuenta por las instancias a 

efectos de establecer las agencias en derecho.  Al respecto se pronuncio 

el TRIBUNAL SUPERIOR SALA LABORAL DE BUCARAMANGA en sentencia de 

fecha 17 de noviembre de 2021 proceso bajo radicado 2014-260-02  en el 

cual reitera que esta es la oportunidad procesal pertinente para interponer 

los recursos respecto de la liquidación de las costas. 

Así las cosas al no haber impuesto condena en costas a favor de estos 

demandados y dadas las normas antes citadas, se solicita de manera 

respetuosa se impongan las mismas.  

 

Atentamente,  

 

 

 

_____________________________________ 

Margarita Rosa Arredondo Lobo 

C.c. No. 1.065.592.383 de Valledupar 

T.P. No 206.098 del C.S de la J. 
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Señores 
JUZGADO SEGUNDO LABORAL DEL CIRCUITO DE BUCARAMANGA 

E.   S.   D. 
 

 
Ref.:  Proceso : Ordinario Laboral 
 Demandante : Ledis Diaz  

 Demandado : Sinergia Global en Salud S.A.S. 
 Radicación : 2021 - 00505 

 

Quien suscribe, ORIANNA GENTILE CERVANTES, identificada como aparece al 
pie de mi firma, actuando en mi calidad de apoderada sustituta de SINERGIA 

GLOBAL EN SALUD S.A.S., sociedad debidamente constituida conforme consta 
en el Certificado de Existencia y Representación Legal, en el poder otorgado, y 

en la sustitución del poder que se allegan, por el presente escrito, solicito a su 
Despacho proceda a declarar la NULIDAD de todo lo actuado en el proceso del 
asunto desde la notificación del auto admisorio de la demanda a mi mandante, 

con fundamento en las siguientes consideraciones de orden fáctico y jurídico: 

SON FUNDAMENTOS DE ESTE INCIDENTE DE NULIDAD 

1. El 4 de febrero de 2022, mi mandante recibió correo electrónico, mediante 
la empresa “Enviamos Mensajería”, en el cual el apoderado judicial notificó 

a mi representada la demanda y auto admisorio de proceso.  
 

2. No obstante, el apoderado judicial, con su notificación, no dio traslado 
integral del proceso, en atención a que éste omitió allegar la prueba 
documental 9, relacionada como “historia clínica de Ledis Diaz completa”, 

la cual contiene la siguiente documentación que relaciona el apoderado 
judicial: “exámenes, citas, radiografías, ecografías del año 2019”, 

“evolución y exámenes 2019”, “ Ledis Diaz Resumen de exámenes 
generales año 2019, citas médicas – órdenes de servicios”, “Ledis Diaz 
exámenes generales – citas radiográficas del 2020”, “Ledis Diaz exámenes 

tomografía consultas citas del 2020”, “Ledis Diaz exámenes generales de 
citas médicas ecografías – radiografías del año 2021”, y “Ledis Diaz 

incapacidades 2019, 2020 y 2021”. 
 

3. Por lo anotado, el 11 de febrero de 2022, mediante correo electrónico, 

procedimos a requerir al apoderado judicial de la parte demandante, la 
remisión de la prueba en comento, la cual fue reiterada el día 21 de febrero 

de la misma anualidad.  
 

4. Dicho requerimiento nuevamente fue reiterado, mediante correo 



electrónico del 22 de febrero de 2022, elevando en esta oportunidad la 

solicitud ante el despacho, quien dio respuesta en esa misma fecha, 
enviando el link del expediente. Sin embargo, en el mismo tampoco se 
encontró cargada la prueba documental solicitada.  

 
5. Pese a los múltiples requerimientos, a la fecha de presentación de la 

contestación, mi representada NO recibió respuesta por parte del Juzgado 
ni del apoderado judicial, remitiendo las pruebas documentales en su 
totalidad.  

 
6. Con dicha omisión, el despacho y el apoderado judicial incumplieron con 

los requisitos y lineamientos establecidos con el artículo 6 y 8 del Decreto 
806 de 2020, el cual reza: 
 

“Articulo 6: (…) En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las 

autoridades administrativas que ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo 

cuando se soliciten  medidas cautelares previas o se desconozca el lugar 

donde recibirá notificaciones el demandado, el demandante, al 

presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio 

electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados. Del 

mismo modo deberá proceder el demandante cuando al inadmitirse la 

demanda presente el escrito de subsanación. El secretario o el funcionario 

que haga sus veces velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya 

acreditación la autoridad judicial inadmitirá la demanda. De no conocerse 

el canal de digital de la parte demandada, se acreditará con la demanda 

el envío físico de la misma con sus anexos.  

En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda 

con todos sus anexos al demandado, al admitirse la demanda la 

notificación personal se limitará al envío del auto admisorio al 

demandado.” 

 

“Artículo 8: Notificaciones personales. Las notificaciones que deban 

hacerse personalmente también podrán efectuarse con el envío de la 

providencia respectiva como mensaje de datos a la dirección electrónica o 

sitio que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin 

necesidad del envío de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos 

que deban entregarse para un traslado se enviarán por el mismo 

medio.” 

 
7. Citado lo anterior, es claro que el apoderado judicial se encontraba 

obligado a allegar la demanda y todos sus anexos de forma completa, no 

obstante, el apoderado judicial no cumplió con su obligación procesal de 
notificar en debida forma a mi representada.  

 
8. Por lo anotado, mi mandante se vio obligada a contestar la demanda sin 

poder revisar en su totalidad las pruebas aportadas por la actora en el 

proceso, en tanto que la “historia clínica completa” relacionada como 



pruebas documentales de la demanda jamás fueron remitidos a mi 

representada, violando con ello el derecho fundamental al debido proceso, 
contradicción y defensa de mi mandante. 
 

9. Recordemos que las normas citadas en el presente escrito son de estricto 
y obligatorio cumplimiento y no están sujetas al arbitrio e interpretación 

de la parte interesada, máxime si tenemos en cuenta que la notificación es 
la etapa del proceso que garantiza el adecuado ejercicio del derecho de 
defensa, de contradicción y al debido proceso, ya que es el acto que 

realizado correctamente asegura no solo al demandado sino a todas las 
partes que intervienen, la oportunidad de comparecer al proceso, contestar 

la demanda, presentar las excepciones, solicitar y aportar las pruebas que 
considere pertinentes para su adecuada defensa, por lo que no hay lugar 
a que se presenten, en esta actuación, situaciones anómalas que impidan 

al demandado y demás intervinientes ejercer su derecho de defensa. 
 

10.No obstante, en el caso sub examine, el Despacho y el apoderado judicial 
incurrieron en errores que conllevan a la nulidad del trámite de notificación, 
de acuerdo con el numeral 8º del artículo 133 del Código General del 

Proceso, por cuanto mi mandante NO recibió el traslado de la demanda de 
forma integral, pues no conoció la historia clínica relacionada como prueba 

documental de la demanda y, por lo tanto, su derecho de defensa y 
contradicción se vio coartado. 
 

11.Respecto del contenido del derecho constitucional al debido proceso ha 
dicho la Corte Constitucional, entre otras providencias, en sentencia C - 

980 de 2010, lo siguiente: 
 

“(…) Como es sabido, el debido proceso es un derecho constitucional 

fundamental, consagrado expresamente en el artículo 29 de la Constitución 

Política, el cual lo hace extensivo “a toda clase de actuaciones judiciales y 

administrativas”. La jurisprudencia constitucional ha definido el derecho al 

debido proceso, como el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento 

jurídico, a través de las cuales se busca la protección del individuo incurso en 

una actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite se respeten 

sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia. La misma 

jurisprudencia ha expresado, que el respeto al derecho fundamental al debido 

proceso, le impone a quien asume la dirección de la actuación judicial o 

administrativa, la obligación de observar, en todos sus actos, el procedimiento 

previamente establecido en la ley o en los reglamentos, “con el fin de preservar 

las garantías -derechos y obligaciones- de quienes se encuentran incursos en 

una relación jurídica, en todos aquellos casos en que la actuación conduzca a la 

creación, modificación o extinción de un derecho o a la imposición de una 

sanción". En este sentido, el derecho al debido proceso se muestra como 

desarrollo del principio de legalidad, pues representa un límite al ejercicio del 

poder público, y en particular, al ejercicio del ius puniendi del Estado. En virtud 



del citado derecho, las autoridades estatales no podrán actuar en forma 

omnímoda, sino dentro del marco jurídico definido democráticamente, 

respetando las formas propias de cada juicio y asegurando la efectividad de 

aquellos mandatos que garantizan a las personas el ejercicio pleno de sus 

derechos. Según lo ha destacado este Tribunal, el derecho al debido proceso 

tiene como propósito específico “la defensa y preservación del valor material de 

la justicia, a través del logro de los fines esenciales del Estado, como la 

preservación de la convivencia social y la protección de todas las personas 

residentes en Colombia en su vida, honra, bienes y demás derechos y libertades 

públicas (preámbulo y artículos 1° y 2° de la C.P). 

 
12. En consecuencia, se concluye que dicha notificación no fue efectuada en 

debida forma, incurriendo de esta forma en una irregularidad que 
configura causal de nulidad conforme lo previsto en el artículo 133 

numeral 8º del CGP, que establece:  
 

“ARTÍCULO 133. CAUSALES DE NULIDAD.  

 

“(…) 

 

“8. Cuando no se practica en legal forma la notificación al demandado o 

a su representante, o al apoderado de aquél o de éste, según el caso,..” 

(Subrayado y negritas fuera del texto) 

 

13.En virtud de lo anotado, deberá declararse la nulidad del trámite de 
notificación personal de la demanda efectuado por el apoderado judicial, 
por haber existido vicios que violaron su trámite de notificación, y con ello, 

garantizar al demandado el derecho de contradicción, de defensa y al 
debido proceso. 

 
 

PETICIÓN 

 
Respetuosamente solicito se declare la nulidad de todo lo actuado desde la 

notificación del auto admisorio de la demanda, por haber existido vicios que 
invalidan el trámite y en su lugar, ordenar que se surta nuevamente y en debida 
forma el trámite de notificación en el que se dé traslado completo de la demanda 

y sus pruebas en los términos del artículo 8 del Decreto 806 de 2020. 
 

 
NOTIFICACIONES 

 

Sinergia Global en Salud S.A.S. y su Representante Legal reciben notificaciones 
en la carrera 44 A No. 9 C – 67 de la ciudad de Cali o en su correo electrónico 

de notificaciones: centronotificaciones@christus.co  
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Recibiré notificaciones en la Secretaría del Juzgado y en mis oficinas de la calle 

77 B No. 57 – 103, Edificio Green Towers, piso 21, en Barranquilla o en los 
siguientes correos electrónicos:  
 

- Miriam Real Garcia miriam.real@chapmanyasociados.com  
- Diana Carolina Guette Osorio diana.guette@chapmanyasociados.com   

 
Del Señor Juez, atentamente, 
 

 
ORIANNA GENTILE CERVANTES 
C.C. No. 1.140.820.592 de Barranquilla 

T.P. No. 228.560 del C.S.J. 
 
Anexos:  

 
- Cadena de correo, en el que se evidencian los requerimientos realizados.  
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